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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA No.3 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintinueve (29) de junio de dos mil dieciséis (2016)
Aprobado por Acta No.308

Hora: 4:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la abogada Adriana González Correa, apoderada judicial del señor Jhon Jairo Ocampo Cardona, accionante en el presente asunto, contra el fallo de tutela proferido el 6 de mayo de 2016 por el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes función de Conocimiento Pereira, donde aparece como demandada la Universidad Tecnológica de Pereira, por la presunta vulneración a su derecho fundamental a la asociación sindical.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Manifestó la apoderada judicial del señor Jhon Jairo Ocampo Cardona que en el mes de agosto de 2015 la Asociación Nacional de Profesores Universitarios - ASPU de la UTP, realizó elecciones seccionales para cambio de su Junta Directiva, la cual quedó integrada por 10 miembros, 3 de los cuales son docentes transitorios u ocasionales, 2 catedráticos y 5 docentes de planta, siendo inscrita en los registros del Ministerio de Trabajo, donde consta que la Asamblea de nombramiento se realizó el 4 de septiembre de 2015.
Indicó que mediante la Resolución No.2477 del 31 de agosto de 2015 el Rector de la UTP delegó en el Vicerrector Académico y el Vicerrector Administrativo la facultad para conceder los permisos sindicales de los sindicatos existentes en la UTP.

La Junta Directiva de la ASPU decidió pedir la disminución de docencia directa que es la figura utilizada por la UTP para reconocer los permisos directivos sindicales para que fuera otorgada al presidente Jhon Jairo Ocampo y a la tesorera Nancy Eugenia Cárdenas, de conformidad con el Acuerdo No.14 de 1994 que es la reglamentación interna de la universidad que reconoce la disminución del permiso sindical que consiste en la descarga de “una” del total de las asignaturas impartidas por el docente. Por lo tanto, el 7 de septiembre de 2015 el Presidente de ASPU envió una comunicación a su jefe inmediato, el Decano de la facultad de Ciencias Ambientales, solicitándole la descarga académica, y lo mismo hizo la Tesorera a su jefe, el Decano de la Facultad de Bellas Artes y Humanidades. 
Igualmente, el Presidente y la Tesorera mencionados enviaron solicitud al Vicerrector Académico de la UTP para que se les otorgara la mencionada “disminución en docencia directa” por ser docentes “transitorios u ocasionales”.  Al respecto, se recibió respuesta en el sentido de que era necesario cambiar la normativa vigente (Acuerdo 14/94)  y que para ello se presentaría un proyecto ante el Consejo Superior que sesionaría el 27 de octubre de 2015.

El Consejo Superior emitió el 2 de febrero de 2016 el Acuerdo No.01 por medio del cual se reglamenta y otorga la “disminución de docencia directa” al Comité de Asignación de Puntaje CIARP, al Consejo Superior y al Consejo Académico, sin hacer referencia alguna a la disminución de docencia directa o permisos a los miembros de la Junta Directiva de la ASPU.

El 4 de febrero de 2016 el Presidente y la Secretaria Nacional de la ASPU solicitaron al Rector de la UTP la concesión de los permisos sindicales a los dos representantes elegidos por la junta seccional, sin que se hubiera recibido respuesta alguna.

El 15 de febrero de 2016 la Secretaria General respondió que el Consejo Superior no autorizó suscribir acuerdo para otorgar los permisos sindicales o disminución de docencia directa y que era competencia del Vicerrector Administrativo y Financiero de la UPT otorgarlos, de conformidad a la Resolución No.24774 del 31 de agosto de 2015 expedida por el Rector de la UTP, sin que a la fecha de la demanda de tutela se hubiera solucionado esa situación.

2.2.  En el acápite de pretensiones, la apoderada del accionante solicitó: i) tutelar el derecho fundamental de asociación sindical consagrado en el artículo 39 de la C.N.;  ii) tutelar el derecho a los permisos sindicales como parte del núcleo esencial del derecho de asociación; iii) ordenar a la UTP conceder los permisos sindicales a los señores Jhon Jairo Ocampo Cardona y Nancy Eugenia Cárdenas Ramírez, Presidente y Tesorera, respectivamente, de la Junta Directiva Seccional de la ASPU y iv) se advierta que ante el desacato a lo ordenado, se sancionará  según lo dispuesto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991.

2.3.  Se tuvieron como pruebas las aportadas por la apoderada del accionante, visibles a folios 17 al 37.
3.  RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA

3.1. UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE PEREIRA – UTP

Su Rector y Representante Legal se refirió a cada uno de los hechos expuestos por la abogada del señor Jhon Jairo Ocampo Cardona para informar que la UTP mediante la Resolución No.375 del 26 de abril de 2016 concedió un permiso sindical a las Directivas de ASUP correspondiente a 20 horas laborales a la semana por la vigencia del 2016, de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 2813 de 2000 y los diferentes pronunciamientos jurisprudenciales sobre los lineamientos para el otorgamiento de los permisos sindicales en el sector público. 

Indicó que mediante la Resolución No.2477 del 31 de agosto de 2015 el Rector delegó en los Vicerrectores Académico  y Administrativo Financiero  la facultad de conceder los permisos sindicales a los integrantes de los comités ejecutivos, directivas, subdirectivas y delegados de las comisiones a participar en eventos propios de la actividad sindical para el cumplimiento de su gestión.

Por lo anterior, solicitó que se declarara la configuración de un hecho superado.  (Fls.44-45)
Adjuntó copia de la Resolución No.376 del 27 de abril de 2016 (Fls. 47 y 48)

4.  DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 6 de mayo de 2016 el Juzgado 1º Penal del Circuito para la Adolescentes con función de Conocimiento de Pereira resolvió no tutelar los derechos fundamentales invocados por la apoderada del señor Jhon Jairo Ocampo Cardona por haberse presentado el fenómeno del hecho superado (Fls. 49-52).
La apoderada judicial del actor fue notificada del contenido del fallo el 11 de mayo de 2016 mediante el oficio No.0777, el cual fue recibido en “portería” (folio 54).

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

5.1.  Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 16 de mayo de 2016, la abogada González Correa radicó un escrito en el juzgado de conocimiento en el 
que expresó su inconformidad con el mismo, toda vez que considera que no se ha configurado un hecho superado, por haber expedido la UTP la resolución reconociendo los permisos sindicales, ya que sin justificación alguna se restringe el derecho  de “disminución de docencia directo” con el que ya contaba la organización sindical, según disposición del Acuerdo 014 de 1994 para docentes de planta de la universidad.
Señaló que el conflicto se presentó con la Junta Directiva elegida en el mes de agosto de 2015 por cuanto fueron escogidos varios docentes con diferentes formas de contratación laboral a los de la planta, como ocasionales o transitorios y docentes de hora cátedra. Toda vez que actualmente, la mayoría de los docentes de la UTP obedecen a estar formas de contratación “precaria”, razón por la cual, la organización sindical decidió tener en la composición de la Junta Directiva a profesores que responden a las diversas maneras de contratación utilizada por la UTP.
Consideró que con la resolución que se concede el permiso por parte de la UTP se presentan dos fenómenos: i) se reconoce el permiso sindical para los docentes sin importar su vinculación contractual y ii) se reduce sustancialmente el tiempo otorgado para la actividad sindical, lo que termina haciendo casi igual de nugatorio el derecho que se reclama.
Indicó que la organización sindical contaba según el Acuerdo 014 de 1994 con un total de 32 horas semanales para ejercer su labor al interior de la universidad, permiso que estaba repartido ente el Presidente de la junta y otro miembro escogido por la misma.   

Por lo tanto, la UTP continúa vulnerando el derecho de asociación sindical, toda vez que con el acto administrativo expedido sólo se reconoció un total de 20 horas semanales, por lo tanto, ASPU pierde su derecho de 12 horas semanales para el ejercicio de sus actividades sindicales.  Además las 20 horas reconocidas deberán ser repartidas por la organización sindical entre los dos miembros que decida la misma. 
Insistió que la organización sindical nunca solicitó disminución del tiempo otorgado a la misma por permisos sindicales, sino que lo que pidió fue el mismo fuera extendido para los docentes que tienen una vinculación de transitoriedad dentro de la universidad, que es la forma de contratación que prima en la UTP y negar dicho permiso a tales docentes, es restringir su derecho fundamental constitucional de asociación sindical.

Por lo anterior, solicitó que sea reconocido el permiso sindical a los docentes transitorios u ocasionales que ha solicitado la Junta Directiva de ASPU y en los términos del Acuerdo 014 de 1994, esto es disminución de docencia directa de medio tiempo para el Presidente y disminución de docencia directa en una materia para otro miembro de la Junta Directiva, lo que significa que sea un total de 32 horas semanales, tal como lo reza el artículo 1º del Acuerdo 014 de 1994 del Consejo Superior de la UTP.  (Fls. 55-57)

5.2. Por su parte el Rector de la UTP allegó un escrito con fecha del 23 de mayo de 2016 en el que insistió que al haberse otorgado el permiso a las directivas de ASPU, se ha desaparecido cualquier posibilidad de amenaza o daño de los derechos fundamentales invocados por el accionante.  En tal sentido, aclaró que los permisos se realizan de acuerdo a las necesidades en el servicio y la justificación de la inversión del tiempo en las actividades sindicales.

Aclaró que si bien es cierto en la ASPU existen docentes con contratación transitoria de medio tiempo o tiempo completo, la misma no es precaria, tal como lo manifestó la impugnante, por el contrario la UTP ha respectado y protegido las condiciones de contratación de tales docentes.

Informó que en le UTP existen otras organizaciones sindicales como ASDO y SINTRAUNICOL a las que se les ha garantizado en igual medida, los derechos que tienen por consolidarse de acuerdo a los preceptos legales y constitucionales, a quienes se les ha concedido el mismo permiso, sin que ello constituya un derecho adquirido, pues los términos de la licencia en cuestión tienen directa relación con la no afectación del servicio de educación y la proporcionalidad con los permisos otorgados a las otras asociaciones sindicales (Fls. 4 y 5, cuaderno de segunda instancia).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1.   Mediante auto del 22 de junio de 2016 el Magistrado Ponente se había declarado impedido para conocer de la presente actuación con fundamento en lo dispuesto en el artículo 56 numeral 5º de la Ley 906 de 2004 (folios 6 y 7 del cuaderno de segunda instancia), impedimento que no fue aceptado por los demás Magistrados que conforman la Sala, de acuerdo a lo considerado en auto del 24 de junio de 2016 (folio 11 ídem), siendo recibido de nuevo el expediente en este Despacho el 29 de junio de 2016.

6.2. Por lo anterior, esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.3. Problema jurídico

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó la apoderada del accionante. 

6.4.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.5. Sea lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.
 
iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
; la tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.6. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

6.7. Sobre los permisos sindicales remunerados como una de las facetas positivas del derecho de asociación sindical, la Corte Constitucional en la Sentencia T-464 de 2010, reiteró lo siguiente:
 
“Como una manifestación del carácter incluyente de la Constitución Política, el artículo 38 garantiza el derecho de asociación para el desarrollo de las distintas actividades que las personas realizan en sociedad. Este derecho de naturaleza fundamental, ha sido entendido por la doctrina según lo indicó esta Corporación en sentencia C-865 de 2004, como “la libertad o facultad autónoma de las personas para unir sus esfuerzos y/o recursos, en aras de impulsar conjuntamente la realización de propósitos o finalidades comunes, mediante la adopción para el efecto de distintas formas asociativas, tales como, las asociaciones, corporaciones, sociedades, cooperativas, etc.”
 

Del mismo modo, este Tribunal precisó en la referida decisión que el núcleo esencial del citado derecho exige que su ejercicio se garantice en los distintos espacios o actividades de la sociedad, sin más limitaciones que aquellas derivadas de la Constitución Política, los Tratados Internacionales de Derechos Humanos y la ley, “con el propósito de salvaguardar la primacía del interés general, la licitud de las actividades en común y los derechos y libertades de los demás.”
 

(…) Del mismo modo, tiene dicho este cuerpo colegiado que el ámbito de protección de esta garantía constitucional no se circunscribe al simple reconocimiento por parte del Estado de todas aquellas organizaciones de trabajadores o empleadores que han decidido agruparse para actuar en defensa de sus intereses[21], el cual se concreta en el deber de inscripción que está en cabeza de todos los sindicatos en el registro sindical ante el Ministerio de la Protección Social, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha de la asamblea de fundación (C.S.T. Art. 365). Cabe precisar, que dicho reconocimiento no debe confundirse con la personería jurídica de la organización sindical, en tanto este atributo es adquirido por la persona jurídica por el sólo hecho de su fundación y a partir de la fecha de la asamblea constitutiva (C.S.T. Art. 364).

 

En ese orden de ideas, no es suficiente el citado reconocimiento para garantizar la efectividad del derecho de asociación sindical, sino que se hace necesario proveer a los sindicatos de otra serie de mecanismos que permitan el adecuado cumplimiento de la actividad sindical, dentro de los cuales tienen cabida los permisos sindicales “necesarios para que, en especial, los directivos sindicales puedan ausentarse del lugar de trabajo en horas laborales, a efectos de poder cumplir con actividades propias de su función sindical, e indispensables para el adecuado funcionamiento y desarrollo del ente sindical.”[22] Al respecto, esta Corporación ha considerado:

 

“La protección a la función que realizan los representantes sindicales, y que en gran medida tienen la obligación de velar por el desarrollo y efectivo cumplimiento de los fines y derechos de la organización y miembros que representan, no se agota con la existencia del fuero sindical o la posibilidad de negociar y suscribir convenciones colectivas de trabajo, puesto que se requiere de la existencia de otras garantías que les permitan el adecuado cumplimiento de la actividad sindical para la que han sido designados.
 
(…) El reconocimiento de estos permisos y su desarrollo, se ha dado en virtud de las negociaciones entre las organizaciones sindicales y el empleador que en las respectivas convenciones colectivas de trabajo, estipulan la concesión de permisos sindicales de carácter temporal o permanente, descontables, compensables o remunerados, según sea el caso. Su finalidad, principalmente, es permitir el normal funcionamiento de la organización sindical. Sin embargo, pueden ser reconocidos para otros efectos como la asistencia a cursos de formación, seminarios, congresos, conferencias sindicales, etc.”  (…)”

6.8. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.8.1 En el caso sub examine, la Sala observa que la pretensión principal del demandante, en calidad de Presidente de la junta directiva de ASPU de la UTP, estaba encaminada en que la institución educativa le concediera los permisos sindicales a que tiene derecho con el fin de ejercer la labor sindical de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 14 de 1994, petición que reiteró en varias oportunidades según se desprende de las pruebas que adjuntó con la acción constitucional, visibles a folios 22 al 24.
6.8.2. Frente a las peticiones del accionante, esta Sala observa que el Vicerrector Académico de la UTP había contestado a la ASPU mediante el oficio 01/121/127 del 14 de octubre de 2015 que para la concesión de los permisos al Presidente de dicha asociación, se hacía necesario cambiar la normatividad respecto a ese tema y en tal sentido, presentaría un proyecto ante el Consejo Superior el 27 de octubre de ese año (folio 26).   El 2 de febrero de 2016 la UTP expide el Acuerdo No.1 “por medio del cual se reglamenta el otorgamiento de disminución de docencia directa a docentes de la universidad” (folio 27).  Así mismo, mientras se surtía el trámite de la demanda de amparo, el Vicerrector Financiero y Administrativo  de la UTP expidió la Resolución No.376 del 26 de abril de 2016, mediante la cual concedió un permiso sindical a las Directivas de ASPU Seccional Risaralda correspondiente a veinte (20) horas laborales a la semana por la vigencia del 2016 (folios 47).  
6.8.3.  De conformidad con las pruebas que obran dentro de la foliatura, este Tribunal considera que la controversia suscitada por la abogada del señor Ocampo Cardona respecto al ámbito de aplicación de la norma para la concesión de los permisos sindicales es una de naturaleza legal que escapa de la competencia del juez de tutela, para lo cual el accionante cuenta con otro mecanismo judicial en virtud a la relación laboral existente entre el señor Ocampo Cardona y la UTP.  De tal manera, que para la solución al debate planteado el actor no debió acudir directamente al juez de amparo, sino que debió agotar previamente las instancias judiciales ordinarias con el fin de que protegieran sus derechos sindicales, lo que hace improcedente la intervención del juez constitucional con fundamento en que la acción de tutela es una herramienta que se caracteriza por ser residual y excepcional que sólo procede en caso de no exista otro medio de defensa judicial o que habiéndolo, este no resulta idóneo para salvaguardar las garantías constitucionales reclamadas por el tutelante con el fin de evitar un perjuicio irremediable, tal como se ha referido la Corte Constitucional en su jurisprudencia de la siguiente manera: 

“Conforme al artículo 86 de la carta, la acción de tutela es un medio de protección de carácter residual y subsidiario, que puede ser utilizado ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales cuando no exista otro medio idóneo de defensa de los derechos invocados, o cuando existiéndolo no sea apto, o se requiera acudir al amparo constitucional como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Por consiguiente, si hubiere otras instancias judiciales que resultaren eficaces y expeditas para alcanzar la protección que se reclama, el interesado debe acudir a ellas, antes de pretender el amparo por vía de tutela. En otras palabras, la subsidiaridad implica agotar previamente los medios de defensa legalmente disponibles al efecto[11], pues el amparo no puede desplazar los mecanismos específicos de defensa previstos en la correspondiente regulación común[12].”  (Sentencia T-785/11)

6.8.4. En el caso en concreto, la apoderada del actor no aportó prueba alguna que permita inferir que el medio de defensa en la justicia laboral no es idóneo o que su mandante se encuentre ante un daño inminente o próximo que obligue al juez constitucional a superar el requisito de subsidiariedad que exige la decisión de la tutela y analizar de fondo el planteamiento de la supuesta vulneración a sus prerrogativas sindicales en el sentido de que se debe conceder el permiso en los términos expuestos en la demanda de tutela.  Por tal razón, en el presente asunto no se constituye un caso excepcional que amerite la protección por esta vía de los derechos fundamentales invocados.  En relación, a las circunstancias que demuestren un menoscabo irreparable, la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-742 de 2011 ha señalado que el juez de tutela en el caso en concreto debe advertir que se configuran  las siguientes:

 “A). El perjuicio ha de ser inminente: "que amenaza o está por suceder prontamente". Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera conjetura hipotética (…). Hay inminencias que son incontenibles: cuando es imposible detener el proceso iniciado. Pero hay otras que, con el adecuado empleo de medios en el momento oportuno, pueden evitar el desenlace efectivo. En los casos en que, por ejemplo, se puede hacer cesar la causa inmediata del efecto continuado, es cuando vemos que desapareciendo una causa perturbadora se desvanece el efecto. Luego siempre hay que mirar la causa que está produciendo la inminencia.    

B). Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay que instar o precisar una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como lo define el Diccionario de la Real Academia. Es apenas una adecuación entre la inminencia y la respectiva actuación: si la primera hace relación a la prontitud del evento que está por realizarse, la segunda alude a su respuesta proporcionada en la prontitud. Pero además la urgencia se refiere a la precisión con que se ejecuta la medida, de ahí la necesidad de ajustarse a las circunstancias particulares. Con lo expuesto se verifica cómo la precisión y la prontitud señalan la oportunidad de la urgencia. 

C). No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona. La gravedad obliga a basarse en la importancia que el orden jurídico concede a determinados bienes bajo su protección, de manera que la amenaza a uno de ellos es motivo de actuación oportuna y diligente por parte de las autoridades públicas. Luego no se trata de cualquier tipo de irreparabilidad, sino sólo de aquella que recae sobre un bien de gran significación para la persona, objetivamente. Y se anota la objetividad, por cuanto la gravedad debe ser determinada o determinable, so pena de caer en la indefinición jurídica a todas luces inconveniente.
D). La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad (…). Se trata del sentido de precisión y exactitud de la medida, fundamento próximo de la eficacia de la actuación de las autoridades públicas en la conservación y restablecimiento de los derechos y garantías básicos para el equilibrio social.”
De acuerdo a los precedentes jurisprudenciales en atención al principio de subsidiariedad que rige la acción de tutela, el presente trámite no es el mecanismo idóneo para otorgar el permiso sindical reclamado por el actor, por las siguientes conclusiones: i) existencia de otro medio judicial de defensa; ii) el demandante no acreditó encontrarse frente a un perjuicio inminente y iii) se trata de una controversia de índole exclusivamente legal para acceder a los permisos sindicales de los miembros de la Junta Directiva de la ASPU.

Consecuente con lo anterior, el juez de primera instancia debió declarar improcedente la acción de tutela interpuesta por la abogada del señor John Jairo Ocampo Cardona y no denegar el amparo invocado con fundamento a la configuración de un hecho superado. 
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala No.3  de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: MODIFICAR el numeral primero de la sentencia proferida el 6 de mayo de 2016 por el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con función de Conocimiento de Pereira, dentro de la demanda de tutela instaurada por la apoderada judicial del señor Jhon Jairo Ocampo Cardona en contra de la UTP, en el sentido que SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela presentada por la abogada del señor Jhon Jairo Ocampo Cardona en contra de la UTP.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

DUBERNEY GRISALES HERRERA

Magistrado

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
Magistrada
(Con permiso)
JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA

Secretario
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� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.





Página 10 de 10

